
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 51 DE LA LEY GENERAL DE PESCA Y 

ACUACULTURA SUSTENTABLES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ESTER ALONZO 

MORALES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La diputada María Ester Alonzo Morales, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional de la LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículo 71, 

fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 77 y 78 y demás relativos del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 51 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentable, 

en materia de sustitución de titulares de permisos de pesca comercial, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

México es uno de los países que cuenta con mayor regulación para las actividades de pesca comercial, la cual, 

está enfocada a la administración, ordenamiento y control de la sustentabilidad de dichos recursos. Al respecto, 

el Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala que la propiedad de las tierras 

y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la 

cual, ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad 

privada. Así mismo, advierte que el dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible y, la explotación, el 

uso o el aprovechamiento de los recursos naturales por parte de particulares o por sociedades constituidas 

conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo 

Federal, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes. 

Aunado a lo anterior, y como Ley complementaria del Artículo 27 Constitucional, tenemos a la Ley General de 

Bienes Nacionales que establece en sus artículos 13 y 16, lo siguiente: “Artículo 13. Los bienes sujetos al régimen 

de dominio público de la Federación son inalienables, imprescriptibles e inembargables y no estarán sujetos a 

acción reivindicatoria o de posesión definitiva o provisional, o alguna otra por parte de terceros.” “Artículo 16.- 

Las concesiones, permisos y autorizaciones sobre bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación 

no crean derechos reales; otorgan simplemente frente a la administración y sin perjuicio de terceros, el derecho a 

realizar los usos, aprovechamientos o explotaciones, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las 

leyes y el título de la concesión, el permiso o la autorización correspondiente.” 

De lo anterior, se concluye que los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación son inalienables, 

imprescriptibles e inembargables y no estarán sujetos a acción reivindicatoria o de posesión definitiva o 

provisional, o alguna otra por parte de terceros. Así mismo, las concesiones, permisos y autorizaciones sobre 

bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación no crean derechos reales; otorgan simplemente 

frente a la administración y sin perjuicio de terceros, el derecho a realizar los usos, aprovechamientos o 

explotaciones, de acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes y el título de la concesión, el 

permiso o la autorización correspondiente. 

Sobre esta materia, la Nación, por conducto del Ejecutivo Federal, cuenta con la Secretaria de Agricultura y 

Desarrollo Rural quien, a través de la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, tiene entre sus facultades las 

de otorgar concesiones y permisos para la pesca comercial de los recursos pesqueros, conforme a los artículos 4, 

fracciones XV, XXVI, XXVII, XVIII, XLIII, 36, fracción III, y el Capítulo IV del Título Sexto de la Ley General 

de Pesca y Acuacultura Sustentables. Dicha autoridad, además de observar las disposiciones correspondientes en 

la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, en materia de expedición de concesiones y permisos de 

pesca comercial, también, tiene la obligación de acatar lo establecido en la Carta Nacional Pesquera y sus 

modificaciones, toda vez que conforme al artículo 32 de dicha Ley, este Instrumento es la presentación 

cartográfica y escrita que contiene el resumen de la información necesaria del diagnóstico y evaluación integral 



 

 
 

de la actividad pesquera y acuícola, así como de los indicadores sobre la disponibilidad y conservación de los 

recursos pesqueros y acuícolas, en aguas de jurisdicción federal. Su contenido tendrá carácter informativo para 

los sectores productivos y será vinculante en la toma de decisiones de la autoridad pesquera en la adopción e 

implementación de instrumentos y medidas para el control del esfuerzo pesquero, en la resolución de solicitudes 

de concesiones y permisos para la realización de actividades pesqueras y acuícolas, y en la implementación y 

ejecución de acciones y medidas relacionadas con dichos actos administrativos. 

Paralelamente, y para efectos de apoyar a las Autoridades Administrativas en materia de sustentabilidad y 

protección de los recursos pesqueros, al sector pesquero de altura, es decir, el que utiliza embarcaciones mayores 

a los 10.6 metros de eslora, ha aceptado y entrado al programa de monitoreo vía satelital coordinado y controlado 

por la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, para el control y seguimiento de las embarcaciones en sus 

actividades pesqueras, mismo que también sirve para brindarles seguridad y apoyo en caso de ser necesario, por 

parte de la misma autoridad; así mismo, han ido modificando sus artes de pesca con la finalidad de reducir la 

pesca incidental y en otros casos proteger la especies como las tortugas marinas que se capturan por accidente en 

las artes de pesca de embarcaciones mayores, instalando los dispositivos de excluidores de tortugas y peces; 

incluso, han ido modernizando con tecnología técnico-científica, dichas artes de pesca en beneficio del hábitat 

donde realizan sus actividades pesqueras. 

Sin embargo, la actividad pesquera se ha visto permeada y afectada directamente, ya que, no todos en el sector 

dedicado a dicha actividad han podido modernizar, o bien, adquirir nuevas embarcaciones en pro de la 

sustentabilidad de las especies y, los productores que desean iniciar en las actividades de pesca comercial, no 

pueden acceder a un permiso nuevo; en primer término, porque el esfuerzo pesquero de cada pesquería se 

encuentra agotado al máximo de conformidad con la Carta Nacional Pesquera, por lo que, el productor que tiene 

la posibilidad de dedicarse a la actividad pesquera comercial aun cumpliendo con lo establecido en la ley, no 

puede hacerlo por falta de dicho permiso. 

Una alternativa para adquirir un permiso de pesca comercial, es a través de la figura jurídica de “Sustitución de 

Titular de Permisos de Pesca Comercial”, es decir, cuando por alguna circunstancia de índole económica, 

comercial o personal el titular decide no continuar con la actividad pesquera y se encuentran en posibilidades de 

ceder su permiso de pesca comercial a los productores que si cuentan con los recursos financieros, humanos y 

materiales para explotar los derechos de ese permiso; sin embargo, dicha figura solo contempla las Concesiones 

de Pesca Comercial en su artículo 50, así mismo, en el tercer párrafo del artículo 51, se prohibió la posibilidad de 

que los permisos de pesca comercial puedan ser trasferidos a terceros, a excepción de los que tengan derechos 

por ser herederos del titular del permiso que haya fallecido. Sin embargo, el Reglamento de la Ley General de 

Pesca y Acuacultura Sustentable, contradice lo establecido en la ley, ya que en su artículo 29 dispone, que “la 

Secretaria podría autorizar la sustitución del titular de los derechos de la concesión o permiso cuando: a) Haya 

transcurrido por lo menos un año del ejercicio de los derechos derivados del título correspondiente, salvo en el 

caso de muerte de su titular. b) El sustituto cumpla con los requisitos que señalan la Ley de Pesca y el Reglamento. 

c) Se transmitan al sustituto por cualquier título, los bienes destinados al cumplimiento del objeto de la concesión 

o permiso, o este cuente con los bienes necesarios para dicho fin”. 

Como se observa, por un lado la ley establece que no podrán ser transferidos a terceros y el reglamento faculta a 

la Secretaria para autorizar dicha transferencia, en ese sentido, considero necesaria la homologación de estos 

criterios; toda vez que, de continuar así, el sector pesquero no podrá ni querrá realizar inversiones para adquirir y 

modernizar embarcaciones o construir nuevas, en virtud de que no tendrá certeza de obtener un permiso de pesca 

comercial, ni posibilidad de sustituir al titular del mismo, ocasionando bajas de fuentes de trabajo, además de 

afectar la seguridad alimentaria de esta nación y sus ingresos por la exportación de estos productos; toda vez que 

a nadie interesa adjudicarse un barco o adquirirlo mediante un procedimiento judicial si corre el riesgo de no 

obtener el permiso de pesca comercial. 



 

 
 

Bajo esas circunstancias, las o los legisladores de esta Cámara de Diputados, tenemos la responsabilidad de 

brindar el apoyo necesario a los productores pesqueros de nuestro país, con el fin de buscar contribuir al impulso, 

planteamiento y aprobación de medidas legislativas, que sumadas a las acciones y políticas públicas del Poder 

Ejecutivo en colaboración con la Cámara Nacional de las Industrias Pesquera y Acuícola, se ejecuten las acciones 

necesarias a favor del sector pesquero y acuícola del país. 

Como quedó manifiesta la prohibición de la sustitución de derechos de los permisos de pesca comercial 

establecida en la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, es un problema grave que se presenta en todo 

el país. Por ello, presentó la siguiente iniciativa, la cual, tiene como objetivo facilitar las gestiones de los 

productores pesqueros ante la autoridad competente, para que se permita la sustitución de los derechos de 

permisos de pesca comercial y no generar una parálisis pesquera por la falta de regulación legal adecuada. 

Por último, es importante manifestar que la reforma que plantea esta iniciativa no genera impacto económico en 

el presupuesto de la nación, ya que, no se necesitan recursos para su aprobación, publicación y ejecución. 

Para reforzar lo todo anteriormente expuesto, se presenta el siguiente cuadro comparativo con las modificaciones 

y adiciones propuestas: 

Cuadro comparativo 

Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentable 



 

 
 

 



 

 
 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la consideración de esta Soberanía la presente iniciativa, de 

conformidad con el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 51 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentable 

Único. Se reforma el artículo 51 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentable. 

Artículo 51. Los permisos de pesca comercial tendrán una duración de dos hasta cinco años, de acuerdo a la 

pesquería de que se trate y lo que determine el reglamento de la presente Ley. 

Los titulares de los permisos de pesca comercial podrán ser sustituidos previa autorización expresa que 

otorgue la Secretaría, siempre que se cumplan con los requisitos que establece el reglamento de la presente 

Ley. 

Los permisos a que se refieren las fracciones V a la XV del artículo 41 de esta Ley, tendrán la duración que 

determine su reglamento, de acuerdo a las características y naturaleza de la actividad, y en su caso, se sujetarán a 

los planes de manejo; estos permisos no podrán ser transferidos a terceros. 

Podrán ser prorrogados si la evaluación realizada por el INAPESCA resulta positiva en cuanto al manejo de la 

pesquería, acorde con las condiciones que se establezcan en el reglamento de la presente Ley y no podrán ser 

transferidos a terceros 

En caso de fallecimiento del permisionario, la Secretaría dará preferencia para la sustitución, a los designados por 

el derecho sucesorio aplicable al caso, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 5 de febrero de 2020. 

Diputada María Ester Alonzo Morales (rúbrica) 

 


